
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO, A CARGO 

DEL DIPUTADO JUAN CARLOS VILLARREAL SALAZAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MOVIMIENTO CIUDADANO 

El suscrito, Juan Carlos Villarreal Salazar, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la 

LXIV Legislatura, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 62, numeral 2, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de 

lo siguiente: 

I. Planteamiento del problema 

Todo acto de gobierno requiere de recursos públicos para lograr el objetivo propuesto; no obstante, es de 

dominio público que estos recursos son finitos y deben ser optimizados. 

En congruencia con el compromiso de la bancada ciudadana en cuanto hacer lo correcto y ser la voz de los 

ciudadanos en pro de ser contrapeso del ejecutivo federal, expongo la necesidad de realizar adecuaciones a la 

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, a fin de que esos recursos públicos, de 

manera inicial se ocupen correctamente y con transparencia y, en consecuencia, se maximicen. 

Explicaré su importancia a continuación. 

En el papel, el gobierno federal debe de comprar ajustándose a lo descrito en el artículo 134
1
 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos Constitucional, el cual considera los siguientes principios para la 

administración de los recursos públicos: eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez. 

En otras palabras, los mexicanos deseamos que se cumpla a cabalidad el hecho de que el Estado logre las 

mejores condiciones en cada proceso de compra en términos de precio, calidad, financiamiento y oportunidad. 

Y en ese sentido, deseamos expresar la intención de ese precepto constitucional que no es otro que el de 

privilegiar en la administración pública federal que todo proceso de adquisición se llevé vía licitación pública 

como acción que permita garantizar las mejores condiciones del Estado. 

El tema para muchos podría pensarse que es uno o el conjunto de varios que se centran en la deficiente 

planeación y programación de las compras, pero en realidad al observar tanto los resultados del ejercicio del 

presupuesto, revisado los informes del resultado de la Auditoría Superior de la Federación entro otros datos e 

información pública nos damos cuenta de que si bien puede ser originada por ineficiencias operativas, también 

lo es la ausencia normativa que cierre la llave a los malos manejos de los recursos públicos en este tipo de 

operaciones. 

Consideramos necesario atender el llamado del cuerpo técnico del Poder Legislativo, de la Auditoría Superior 

de la Federación que en la segunda
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 y tercera entregas

3
 del Informe del Resultado de la Fiscalización Superior 

en México de la Cuenta Pública 2017, en el Informe General Ejecutivo, respectivo, señaló lo siguiente: 

Informe general ejecutivo, segunda entrega: 

En el sexto capítulo incorporó un análisis sobre la fiscalización realizada a las contrataciones al amparo del 

artículo 1 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamiento y Servicios del Sector Público, en el que expresó que los 

entes públicos que ocupan estas prácticas recurrentemente propician desvío de recursos público, reflejan en su 



 
  

actuar esquemas de fraude y corrupción, y por las cuales ese órgano de fiscalización superior ha interpuesto 

procedimientos de fincamiento de responsabilidades resarcitorias, así como la presentación de denuncias 

penales. 

Este proceso inadecuado de adquirir bienes y servicios ha sido el esquema utilizado en el caso de dominio 

público denominado “Estafa maestra”, de uso común de secretaría como la Sedatu y con las contrapartes como 

las universidades públicas estatales. 

Informe general ejecutivo, tercera entrega: 

En el apartado de auditorías realizadas al amparo del título IV de la Ley de Fiscalización y Rendición de 

Cuentas de la Federación se describen por lo menos tres revisiones de universidades e instituto tecnológico que 

presentan resultados derivados de esos esquemas de subcontratación como los ocupados en la Estafa Maestra. 

De la lectura de ese informe general ejecutivo, deseo expresar mi interés de dar eco a la recomendación que 

hace la ASF al Congreso de la Unión en el sentido de cerrar la llave; esto es, eliminar la posibilidad de que esas 

malas prácticas continúen sucediendo. 

Por lo expuesto, y analizando los casos de corrupción expuestos por la ASF, compañeras y compañeros 

legisladores es necesario que se tomen cartas en el asunto y que se pongan a su atenta consideración las 

siguientes modificaciones legislativas a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 

Público,
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 artículos 1 y 41, para quedar como sigue de manera gráfica en el siguiente cuadro: 

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público 



 
  



 
  

 

Por lo expuesto, compañeros legisladores, solicito su apoyo y consideración a estas modificaciones en el sentido 

de cerrar la llave a la corrupción y malos manejos de los recursos públicos, y consideremos que esto no es un 

capricho sino una realidad de la gestión gubernamental la cual pueden consultar en el portal de Transparencia 

Presupuestaria, en el sentido que en un ranking de los 10 productos y servicios más contratados por el gobierno 

federal
5
 se encuentra, en el sexto sitio la subcontratación de servicios con terceros, lo que refleja la magnitud del 

problema del que hoy expongo y por el cual pido la atención debida. 

Finalizo reiterando que para la bancada de los diputados ciudadanos, las causas de la mejora de la gestión 

pública siempre serán apoyadas y consideradas como prioritarias y que será por igual nuestra responsabilidad 

atender las recomendaciones que sugiere la Auditoría Superior de la Federación con el fin último de evitar 

malos manejos de los recursos públicos. 



 
  

Conforme a lo expresado en nuestra agenda legislativa 2018-2021,
6
 en Movimiento Ciudadano buscaremos 

siempre asumir el compromiso de ser la voz de los ciudadanos y reconocen que ser oposición es impulsar las 

causas de los ciudadanos en los espacios donde se toman las decisiones y hacer lo correcto. 

Por lo expuesto se presenta a esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto 

Único. Se reforman las fracciones III y VI y se deroga el antepenúltimo párrafo de artículo 1; y se adiciona la 

fracción XIV Bis al artículo 41 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos, y Servicios del Sector Público, 

para quedar como sigue: 

Artículo 1. La presente ley es de orden público y tiene por objeto reglamentar la aplicación del artículo 134 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de las adquisiciones, arrendamientos de 

bienes muebles y prestación de servicios de cualquier naturaleza que realicen 

I. Las unidades administrativas de la Presidencia de la República; 

II. Las secretarías de Estado y la Consejería Jurídica del Ejecutivo federal; 

III. La Fiscalía General de la República; 

IV. Los organismos descentralizados; 

V. Las empresas de participación estatal mayoritaria y los fideicomisos en los que el fideicomitente sea el 

gobierno federal o una entidad paraestatal; y 

VI. Las entidades federativas, los municipios, las demarcaciones territoriales y los entes públicos de unas y 

otros, con cargo total o parcial a recursos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo 

federal. No quedan comprendidos para la aplicación de la presente ley los fondos previstos en el capítulo V 

de la Ley de Coordinación Fiscal. 

Las personas de derecho público de carácter federal con autonomía derivada de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como las entidades que cuenten con un régimen específico en materia de 

adquisiciones, arrendamientos y servicios, aplicarán los criterios y procedimientos previstos en esta ley, sólo en 

lo no previsto en los ordenamientos que los rigen y siempre que no se contrapongan con los mismos, 

sujetándose a sus propios órganos de control. 

Las adquisiciones, arrendamientos y servicios que contraten las empresas productivas del Estado y sus empresas 

productivas subsidiarias quedan excluidos de la aplicación de este ordenamiento. 

Las adquisiciones, arrendamientos y servicios que se realicen por los centros públicos de investigación con los 

recursos autogenerados de sus Fondos de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico previstos en la Ley 

de Ciencia y Tecnología se regirán conforme a las reglas de operación de dichos fondos, a los criterios y 

procedimientos que en estas materias expidan los órganos de gobierno de estos centros, así como a las 

disposiciones administrativas que, en su caso estime necesario expedir la Secretaría de la Función Pública o la 

Secretaría, en el ámbito de sus respectivas competencias, administrando dichos recursos con eficiencia, eficacia 

y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados y asegurar al centro las mejores condiciones 

disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 



 
  

Los titulares de las dependencias y los órganos de gobierno de las entidades emitirán, bajo su responsabilidad y 

de conformidad con este mismo ordenamiento y los lineamientos generales que al efecto emita la Secretaría de 

la Función Pública, las políticas, bases y lineamientos para las materias a que se refiere este artículo. 

Las dependencias y entidades se abstendrán de crear fideicomisos, otorgar mandatos o celebrar actos o 

cualquier tipo de contratos, que evadan lo previsto en este ordenamiento. 

Artículo 41. Las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, podrán contratar adquisiciones, 

arrendamientos y servicios, sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, a través de los procedimientos 

de invitación a cuando menos tres personas o de adjudicación directa, cuando 

I. a XIV. ... 

XIV Bis. Se trate de la contratación de servicios referidos en las fracciones VIII y IX del artículo 3 de 

esta ley, y que sean prestados por dependencias o entidades de la administración pública federal, 

órganos constitucionales autónomos o dependencias o entidades de las entidades federativas, siempre y 

cuando los mismos sean relativos a su mandato, competencia u objeto de conformidad con la ley, 

estatuto u estatutos sociales, según corresponda. 

XX. ... 

La dictaminación de la procedencia de la contratación y de que ésta se ubica en alguno de los supuestos 

contenidos en las fracciones II, IV, V, VI, VII, IX, primer párrafo, XI, XII, XIV Bis y XX será 

responsabilidad del área usuaria o requirente, y seguimiento estricto del titular del ente público contratante. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Ejecutivo, en un plazo no mayor de 45 días, deberá realizar la modificación del artículo 4o. del 

Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, relativo a la 

subcontratación de servicios. 

Notas 

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 134, disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm  Consultada el 25 de marzo de 2019. 

2 Informe general ejecutivo, segunda entrega del Informe del Resultado de la Fiscalización Superior en México 

de la Cuenta Pública de 2017, Auditoría Superior de la Federación. Disponible en 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2017b/documentos/marco/Informe_oct2018_CP.pdf Consultado el 

25 de marzo de 2019. 

3 Informe general ejecutivo, tercera entrega del Informe del Resultado de la Fiscalización Superior en México 

de la Cuenta Pública de 2017, Auditoría Superior de la Federación. Disponible en 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2017c/documentos/informegeneral/Informe_feb2019_CP.pdf  

Consultado el 25 de marzo de 2019. 
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4 Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. Disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm  Consultada el 25 de marzo de 2019. 

5 Ranking de los 10 productos y servicios más contratados por el gobierno federal, Transparencia 

Presupuestaria. Disponible en https://nptp.hacienda.gob.mx/contratacionesabiertas/home#!/  Consultado el 25 

de marzo de 2019. 

6 Agenda legislativa 2018-2021 Movimiento Ciudadano. Disponible en 

https://movimientociudadano.mx/federal/boletines/presenta-movimiento-ciudadano-35-acciones-legislativas 

Consultada el 25 de marzo de 2019. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2019. 

Diputado Juan Carlos Villarreal Salazar (rúbrica) 
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